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Seguridad de la información.

Para garantizar la seguridad y veracidad de la información reportada, las entidades deben enviar los 
archivos firmados digitalmente, lo cual protege los archivos garantizando su confidencialidad, 
integridad y no repudio. Para firmar digitalmente los archivos, se debe usar un certificado digital 
emitido por una entidad certificadora abierta aprobada por la entidad competente.

4. PERIODO DE REPORTE Y PLAZO

La periodicidad del envío de información a este Ministeriol es trimestral de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 10 de la Resolución 4505 de 2012, modificado por el artículo 1 de la Resolución 1588 
de 2016, así:

Periodo de la Información a reportar Plazo para enviar el archivo plano
Fecha Inicial Fecha de Corte Desde: Hasta:
2021-07-01 2021-09-30 2021-11-18 2021-11-25
2021-10-01 2021-12-31 2022-02-18 2022-02-25
2022-01-01 2022-03-31 2022-05-18 2022-05-25
2022-04-01 2022-06-30 2022-08-18 2022-08-25
Y así sucesivamente:
Primer día 
calendario del 
Trimestre

Último día calendario 
del trimestre

Día calendario 18 
del segundo mes de 
finalizado el 
trimestre a reportar

Día calendario 25 
del segundo mes 
de finalizado el 
trimestre a reportar

 

(C. F.).

Ministerio del Trabajo 
Decretos

DECRETO NÚMERO 190 DE 2021

(febrero 23)
por el cual se integra el Consejo Nacional de Riesgos Laborales.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades legales y en 
desarrollo de lo establecido en el Decreto 1834 de 1994, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 69 del Decreto Ley 1295 de 1994 creó el Consejo Nacional de Riesgos 

Profesionales como un órgano de dirección del Sistema General de Riesgos Profesionales, 
hoy Sistema General de Riesgos Laborales.

Que el Gobierno nacional expidió el Decreto 1834 de 1994, por el cual se reglamentó 
la integración y funcionamiento del Consejo Nacional de Riesgos Profesionales, hoy 
Consejo Nacional de Riesgos Laborales y conforme a lo dispuesto en su artículo 7º los 
representantes por parte de las demás entidades administradoras de riesgos laborales, 
diferentes a la Compañía Positiva de Seguros, los empleadores, los trabajadores, y de las 
asociaciones científicas de salud ocupacional, ante el hoy Consejo Nacional de Riesgos 
Laborales ejercerán sus funciones por un período de dos (2) años.

Que en cumplimiento de lo previsto en el artículo 6º del Decreto 1834 de 1994, la 
Dirección de Riesgos Laborales del Ministerio del Trabajo dio aviso oportuno sobre el 
vencimiento del periodo de los representantes de las administradoras de riesgos laborales, 
de los empleadores, de los trabajadores y de las asociaciones científicas de salud ocupacional 
y solicitó la presentación de las respectivas ternas de candidatos con el objeto de integrar 
el Consejo Nacional de Riesgos Laborales durante el periodo de dos (2) años.	

Que el Ministerio del Trabajo, solicitó’ a los pertinentes remitir terna con los candidatos 
que a bien tuvieran en representación del Gremio o Asociación que dirigen, con el fin de 
realizar la conformación del Consejo para el período de dos (2) años.

Que tanto las entidades como los organismos remitieron las respectivas ternas de 
candidatos, las cuales fueron revisadas y avaladas por Presidencia de la República, en 
cumplimiento de lo establecido en el Decreto 1834 de 1984, mediante oficio con radicado 
OFI20-00191213 del 27 de agosto de 2020.

Con las consideraciones anteriormente expuestas es procedente designar los 
representantes principales con sus respectivos suplentes, integrando de esta manera el 
Consejo Nacional de Riesgos Laborales para un periodo de dos (2) años a partir de su 
publicación.

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1º. Integración. Integrar el Consejo Nacional de Riesgos Laborales por un 
período de dos (2) años contados a partir de la publicación del presente Decreto así:

1.	 El Ministro del Trabajo o su delegado(a) el(la) Viceministro(a) de Relaciones 
Laborales e Inspección, quien lo presidirá.

2.	 El Ministro de Salud y Protección Social o su delegado(a) el(la) Viceministro(a) 
de Salud Pública y Prestación de Servicios o el(la) Viceministro(a) de Protección Social, 
conforme a los temas de la agenda del Consejo.

3.	 El delegado del Presidente de la República, el(la) consejero(a) Presidencial para 
la Competitividad y la Gestión Pública Privada del Departamento Administrativo de la 
Presidencia de la República. 

4. El representante legal de la Administradora de Riesgos Laborales (ARL) Positiva 
Compañía de Seguros o su delegado.

5.	 En representación de las demás entidades Administradoras de Riesgos Laborales, 
las siguientes personas:

PRINCIPAL SUPLENTE
Germán Ernesto Ponce Bravo
C. C. No. 79954098

Luz Stella Rodríguez Rincón 
C. C. No. 51959775

6.	 En Representación de los empleadores, las siguientes personas:

PRINCIPAL SUPLENTE
Alberto Echavarría Saldarriaga
C. C. No. 70093679

Juliana Manrique Sierra
C. C. No. 1017139524

David Camilo Daza Vega
C. C. No. 1018438179

Lina Tatiana González Mogollón
C. C. No. 1032449627

7.	 En representación de los trabajadores, las siguientes personas:

PRINCIPAL SUPLENTE
Néstor Raúl Bojacá Castañeda 
C. C. No. 79527973

María Yolanda Castaño Agudelo 
C. C. No. 24627054

Teresa de Jesús Castro Pardo
C. C. No. 32732886

Lesly Cueto Oviedo
C. C. No. 55220221

8.	 En representación de las asociaciones científicas de salud ocupacional, las 
siguientes personas:

PRINCIPAL SUPLENTE
Juan Vicente Conde Sierra Claudia Isabel Rojano Rodríguez
C. C. No. 19200803 C. C. No. 52114678

Parágrafo. La integración y permanencia de los consejeros que aquí se indican, se 
mantendrá hasta tanto no se designen los nuevos integrantes.

Artículo 2º. Comunicación. Comunicar el contenido del presente Decreto.
Artículo 3º. Vigencia y derogatoria. El presente Decreto rige a partir de la fecha de 

su publicación y deroga el Decreto 1905 de 2015 y demás normas que le sean contrarias.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá D. C., a 23 de febrero de 2021.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
El Ministro del Trabajo,

Ángel Custodio Cabrera Báez.

Ministerio de Comercio, 
 Industria y Turismo 

Decretos 

DECRETO NÚMERO 176 DE 2021

(febrero 23)
por el cual se determinan las reglas aplicables a las reuniones de asambleas o juntas de 
socios del máximo órgano social de personas jurídicas que, en virtud de lo señalado en 
el parágrafo transitorio del artículo 6° de la Ley 2069 de 2020, se reúnan durante el año 

2021”.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus atribuciones constitucionales 

y legales, en especial las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política y el parágrafo transitorio del artículo 6° de la Ley 2069 de 2020, y

CONSIDERANDO:
Que el parágrafo transitorio del artículo 6° de la Ley 2069 de 2020 permite al Gobierno 

nacional establecer el tiempo, la forma de la convocatoria y las reglas aplicables a las 
reuniones ordinarias del máximo órgano social de las personas jurídicas, incluidas las 
reuniones por derecho propio, las reuniones que se realicen durante el año 2021 y las 
disposiciones necesarias para el desarrollo de las reuniones pendientes del ejercicio 2020.

Que en atención a lo dispuesto por el artículo 5 del Decreto Legislativo 434 de 2020, 
las asambleas ordinarias correspondientes al ejercicio del año 2019, se podrán reunir 
hasta dentro del mes siguiente a la finalización de la emergencia sanitaria declarada en el 
territorio nacional.

Que mediante la Resolución 385 del 12 de marzo de 2020, el Ministerio de Salud y 
Protección Social declaró la emergencia sanitaria por causa del Coronavirus COVID-19, 
hasta el 30 de mayo de 2020, y adoptó medidas sanitarias con el objeto de prevenir y 
controlar la propagación del Coronavirus COVID-19 en el territorio nacional y mitigar 
sus efectos.

Que posteriormente, mediante la Resolución 844 del 26 de mayo de 2020, el Ministerio 
de Salud y Protección Social prorrogó la emergencia sanitaria declarada mediante la 
Resolución 385 del 12 de marzo de 2020, hasta el 31 de agosto de 2020 con el objeto de 
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continuar con la garantía de la debida protección a la vida, la integridad física y la salud de 
los habitantes en todo el territorio nacional.

Que mediante Resolución 1462 del 25 de agosto de 2020, el Ministerio de Salud y 
Protección Social prorrogó una vez más la emergencia sanitaria hasta el 30 de noviembre 
de 2020, con el objeto de adoptar medidas que sigan contribuyendo en la disminución del 
contagio, la eficaz identificación de los casos y sus contactos y la recuperación de los casos 
confirmados.

Que mediante la Resolución 2230 del 27 de noviembre de 2020, el Ministerio de Salud 
y Protección Social prorrogó nuevamente la emergencia sanitaria en todo el territorio 
nacional, hasta el 28 de febrero de 2021.

Que por lo anterior el plazo otorgado por el artículo 5 del Decreto Legislativo 434 de 
2020 para ‘el desarrollo de las reuniones ordinarias del ejercicio 2019 continúa vigente.

Que en virtud de lo dispuesto en la Ley 2069 de 2020, el Gobierno nacional se encuentra 
facultado para determinar el tiempo y la forma de la convocatoria y las reuniones ordinarias 
del máximo órgano social de las personas jurídicas, lo que incluye las reuniones ordinarias 
del ejercicio 2019 que no se hayan realizado aún en virtud del plazo máximo otorgado por 
el artículo 5° del Decreto 434 de 2020.

Que el Gobierno nacional debe promover la certeza de los asociados, administradores, 
revisores fiscales y terceros en general sobre las formas y fechas máximas en las que se 
traten los asuntos propios de las reuniones ordinarias de las personas jurídicas domiciliadas 
en Colombia.

Que actualmente, todas las personas jurídicas se encuentran habilitadas por el Decreto 
398 de 2020, para realizar sus reuniones ordinarias bajo la modalidad presencial, no 
presencial o mixta, con las disposiciones de quórum allí establecidas. Por lo tanto, personas 
jurídicas como las copropiedades reguladas en la Ley 675 de 2001 y las pertenecientes 
al sector solidario, entre otros sectores, pueden realizar sus reuniones ordinarias bajo lo 
dispuesto en dicho decreto.

Que mediante el Decreto Legislativo 579 del 15 de abril de 2020, se adoptaron medidas 
transitorias en materia de propiedad horizontal, entre ellas la referente a las reuniones 
ordinarias de asambleas de edificaciones sujetas al régimen de propiedad horizontal, de 
la Ley 675 de 2001, para el periodo comprendido entre el 15 de abril de 2020 y el 30 de 
junio de 2020, en el marco de la emergencia sanitaria como consecuencia de la pandemia 
Covid- 19.

Que en el supuesto de que una persona jurídica ya haya realizado su reunión ordinaria 
del ejercicio 2019 optando por la modalidad de reuniones presenciales, no presenciales 
o mixtas, no le será aplicable el plazo máximo que se determina mediante el presente 
Decreto.

Que la regulación prevista en el presente Decreto no modifica los derechos de los 
asociados y por el contrario facilita su ejercicio, en particular el derecho de participar en 
las reuniones del máximo órgano social y decidir lo que corresponda.

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Plazo para realizar las reuniones ordinarias del máximo órgano social 
correspondientes al ejercicio 2019. Las asambleas o juntas de socios ordinarias de las 
que trata el artículo 422 del Código de Comercio, correspondientes al cierre del ejercicio 
contable del año 2019 que aún se encuentren pendientes de realizar, se deberán llevar 
a cabo a más tardar el 31 de marzo de 2021. Si llegada tal fecha la reunión no fuere 
convocada, los asociados se podrán reunir por derecho propio el primer día hábil del mes 
de abril de 2021, a las 10 a. m. en las oficinas del domicilio principal donde funcione la 
administración de la sociedad.

Artículo 2°. Reuniones ordinarias del máximo órgano social correspondientes al 
ejercicio 2020. Las reuniones ordinarias del máximo órgano social correspondientes al 
ejercicio de 2020, incluidas las reuniones por derecho propio, se deberán llevar a cabo 
dentro de las fechas y conforme a las reglas previstas en el artículo 422 del Código de 
Comercio.

Artículo 3°. Reuniones ordinarias presenciales, no presenciales o mixtas. Cada 
sociedad podrá escoger si la reunión ordinaria del máximo órgano social será presencial, 
no presencial o mixta, para lo cual tendrá en cuenta las disposiciones legales o estatutarias 
aplicables sobre convocatoria, quórum y mayorías, y en particular lo establecido en el 
Decreto 398 del 13 de marzo de 2020 respecto del quórum de las reuniones no presenciales 
o mixtas.

La sociedad será responsable de que se cumplan las disposiciones sanitarias aplicables 
en el evento de que se realice una reunión presencial, y lo será, a su vez, del desarrollo de 
la reunión para las que se realicen bajo la modalidad no presencial o mixta. Por su parte, 
cada asociado será responsable de contar con los medios necesarios para participar en la 
respectiva reunión no presencial o mixta.

Artículo 4°. Derecho de inspección. Los administradores de la sociedad deberán poner 
a disposición de los asociados la información que la ley exige para el ejercicio del derecho 
de inspección y, adicionalmente a lo señalado en el artículo 447 del Código de Comercio, 
podrán disponer que se ejerza mediante. el uso de repositorios de información digital u 
otros instrumentos tecnológicos que salvaguarden la reserva de la información.

Artículo 5°. Reuniones ordinarias en las que se deban agotar temas de dos ejercicios. 
Cuando en una misma reunión del máximo órgano social se deban agotar los temarios 

relacionados con los cierres del ejercicio contable de los años 2019 y 2020, el derecho de 
inspección sobre la información relacionada con estos ejercicios se ejercerá dentro de un 
mismo término, según las normas legales y estatutarias aplicables al tipo societario de que 
se trate.

En todo caso, en desarrollo de la reunión se deberán agotar primero los asuntos 
relacionados con el ejercicio del año 2019 y luego los del ejercicio 2020.

Artículo 6°. Imposibilidad para el desarrollo de la reunión por derecho propio. Cuando 
por restricciones de movilidad, límites de aforo o, en general, por efecto de cualquier 
medida adoptada por las autoridades nacionales o territoriales para controlar el riesgo 
de afectación a la salud pública derivado del Coronavirus COVID-19, aplicables en el 
lugar donde se encuentran ubicadas las oficinas del domicilio principal donde funciona la 
administración de la sociedad o el lugar de residencia de los asociados, fuera imposible 
desplazarse y/o desarrollar una reunión por derecho propio el primer día hábil del mes de 
abril de 2021, cualquier asociado podrá solicitar a la entidad competente, que ordene al 
administrador o al revisor. fiscal que convoque a una reunión en la que se agoten los temas 
de la reunión ordinaria del ejercicio correspondiente, y en la cual se aplicarán las reglas de 
quórum y mayorías previstas para las reuniones por derecho propio.

Sin perjuicio de la solicitud señalada en este artículo, de no ser posible realizar la 
reunión por derecho propio, no tendrá lugar una reunión de esta naturaleza en el ejercicio 
correspondiente.

Artículo 7°. Entidad competente. En el caso de las sociedades comerciales y demás 
personas jurídicas sujetas a la supervisión de alguna superintendencia, la solicitud a la 
que se refiere el artículo anterior se podrá presentar ante la superintendencia que ejerza 
dicha supervisión, quien deberá atender la solicitud de conformidad con lo dispuesto en 
el presente decreto.

Artículo 8°. Término para presentar la solicitud. La solicitud a la que se refiere el 
artículo 6° se deberá presentar dentro de los treinta días calendario, siguientes a la fecha 
de la reunión por derecho propio que por las razones antes señaladas no se pudo realizar. 
Vencido este término no se podrá presentar la solicitud y la entidad competente no podrá 
impartir la orden de convocatoria en los términos acá señalados.

Artículo 9°. Contenido y forma de presentación de la solicitud. La solicitud a la que se 
refiere el artículo 6 se podrá presentar por los canales de atención presencial o virtual con 
que cuenta la entidad correspondiente y deberá incluir lo siguiente:

1.	 El nombre y el número de identificación tributaria (NIT), de la sociedad cuya 
reunión por derecho propio no se pudo desarrollar.

2.	 El nombre y el número de identificación del solicitante, quien deberá acreditar de 
forma sumaria su condición de asociado.

3.	 La manifestación de no haber sido posible hacer la reunión por derecho propio el 
primer día hábil del mes de abril y el motivo de dicha imposibilidad, el cual deberá estar 
acreditado sumariamente.	

La información contenida en la solicitud, se entenderá presentada bajo la gravedad de 
juramento del solicitante.

La entidad competente podrá requerir del solicitante la aclaración o adición de la 
solicitud cuando la misma esté incompleta o contenga errores que no permitan su estudio. 
Dicho requerimiento no tendrá recursos y la aclaración o adición correspondiente deberá 
ser presentada dentro de los tres días siguientes a su comunicación al interesado. Vencido el 
plazo sin que se atienda el requerimiento satisfactoriamente se entenderá que el solicitante 
ha desistido.

Artículo 10. Orden de convocar. Si la solicitud presentada en tiempo cumple con lo 
señalado en el presente Decreto, la entidad competente ordenará a los administradores o 
al revisor fiscal que convoquen a una reunión del máximo órgano social que tenga lugar 
dentro de los 30 días siguientes a la fecha en que quede en firme el acto administrativo 
con la orden correspondiente, con la advertencia de que se deberá incluir en el Orden 
del Día los asuntos propios de la reunión ordinaria del ejercicio que estuviere pendiente 
de ser estudiado. La entidad competente advertirá que, además de los medios legales o 
estatutarios previstos para la convocatoria del máximo órgano social, la misma debe ser 
publicada en la página web de la sociedad, si la tuviere, así como en la puerta principal de 
las oficinas del domicilio principal en las que opera la administración.

Artículo 11. Quórum y mayorías de la reunión. La reunión que se realice en virtud de 
lo dispuesto en el artículo anterior se realizará de conformidad con las reglas de quórum y 
mayorías previstas para las reuniones por derecho propio.

Artículo 12. Incumplimiento de los deberes de convocar a una reunión ordinaria y 
permitir el ejercicio del derecho de inspección. Los administradores que no convoquen las 
reuniones ordinarias del máximo órgano social o no permitan el ejercicio del derecho de 
inspección para los ejercicios 2019 y 2020, en los términos de la Ley 222 de 1995 o demás 
normas que resulten aplicables, podrán ser sancionados o removidos de sus cargos por la 
entidad competente. Así mismo, el incumplimiento de la orden de convocar dará lugar a la 
imposición de las sanciones que resulten aplicables.

Artículo 13. Aplicación extensiva a otras personas jurídicas. Salvo lo indicado en el 
siguiente artículo, todas las personas jurídicas podrán aplicar las reglas previstas en este 
decreto para la realización de reuniones ordinarias presenciales, no presenciales o mixtas 
del máximo órgano social, correspondientes a los ejercicios 2019 y 2020, en lo que les 
fuere aplicable según las normas propias y especiales de cada persona jurídica.
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Artículo 14. Asambleas en las propiedades horizontales. Para efectos del quórum 
necesario para celebrar las asambleas no presenciales, contempladas en los artículos 42 y 
43 de la Ley 675 de 2001, se debe tener presente lo mencionado en los artículos 44, 45 y 
46 de la Ley 675 de 2001 y el artículo 2.2.1.16.1 del Decreto 1074 de 2015.

Así mismo, podrá darse aplicación a los artículos 1, 2 y 3 del presente Decreto, siempre 
y cuando para la celebración de las asambleas se garantice la acreditación de validez de 
la reunión conforme a las normas establecidas para cada modalidad (presencial o no 
presencial) en los términos de la Ley 675 de 2001. 

Artículo 15. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

Dado en Bogotá D. C., a 23 de febrero de 2021.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

José Manuel Restrepo Abondano.

El Ministro de Vivienda, Ciudad y Territorio,

Jonathan Tybalt Malagón González.

Ministerio de Vivienda, 
 Ciudad y Territorio

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 0064 DE 2021

(febrero 23)
por la cual se efectúa un nombramiento ordinario.

El Ministro de Vivienda, Ciudad y Territorio, en ejercicio de sus facultades 
constitucionales y legales, en especial las conferidas en el artículo 208 de la Constitución 
Política, el literal g) del artículo 61 de la Ley 489 de 1998, el artículo 23 de la Ley 909 de 
2004, el artículo 2.2.5.3.1 del Decreto 1083 de 2015 y el artículo 1° del Decreto 1338 de 
2015,

RESUELVE:
Artículo 1°. Nombrar con carácter ordinario a la señora Sara Giovanna Piñeros Castaño, 

identificada con cédula de ciudadanía número 1014208396 de Bogotá, D. C., en el cargo 
denominado Director Técnico, Código 0100, Grado 22, de la Dirección de Vivienda Rural, 
empleo de libre nombramiento y remoción de la planta global del Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio.

Artículo 2°. La presente resolución se comunicará a través del Grupo de Talento 
Humano.

Artículo 3°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición, surte 
efectos fiscales a partir de la posesión y se debe publicar en el Diario Oficial en virtud de 
lo establecido en el parágrafo del artículo 65 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 23 de febrero de 2021.
El Ministro de Vivienda, Ciudad y Territorio,

Jonathan Tybalt Malagón González
(C. F.).

Ministerio de Transporte

Decretos 

DECRETO NÚMERO 191 DE 2021

(febrero 23)

por el cual se adiciona la parte 6 al Libro 2 del Decreto 1079 de 2015, Único Reglamentario 
del Sector Transporte, en lo relacionado con la identificación de parqueaderos 

preferenciales para vehículos eléctricos.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 
constitucionales y legales, en especial las conferidas por los artículos 189 numeral 11 de la 
Constitución Política de Colombia y 7° de Ley 1964 de 2019, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 334 de la Carta fundamental dispone que el Estado interviene en la 
dirección general de los servicios públicos y privados, con el fin de conseguir, entre otros 
objetivos, el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa 
de las oportunidades, los beneficios del desarrollo, y para asegurar, de manera progresiva, 
que todas las personas, en particular las de. menores ingresos, tengan acceso efectivo al 
conjunto de los bienes y servicios básicos.

Que el artículo 5° de la Ley 105 de 1993 “por la cual se dictan disposiciones 
básicas sobre el transporte, se redistribuyen competencias y recursos entre la Nación 
y las Entidades Territoriales, se reglamenta la planeación en el sector transporte y se 
dictan otras disposiciones”, establece que es atribución del Ministerio de Transporte 
en coordinación con las diferentes entidades sectoriales, la definición de las políticas 
generales sobre el transporte y el tránsito.

Que conforme lo establece el artículo 3° de la Ley 105 de 1993, la operación del 
transporte público en Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, el cual 
ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en condiciones de 
calidad, oportunidad y seguridad.

Que el artículo 8° de la Ley 336 de 1996 “Estatuto Nacional de Transporte” establece 
que el Gobierno nacional a través del Ministerio de Transporte, las autoridades que 
conforman el sector y el sistema de transporte, serán las encargadas de la organización, 
vigilancia y control de la actividad transportadora dentro de su jurisdicción y ejercerán sus 
funciones con base en los criterios de colaboración y armonía propios de su pertenencia 
al orden estatal.

Que el Documento Conpes 3934 de 2018, “Política de Crecimiento Verde”, establece 
una hoja de ruta para guiar al país a una transición hacia un modelo económico más 
sostenible, para lo cual incluye estrategias orientadas a mejorar el uso de los’ recursos 
naturales en los sectores económicos de manera que sean más eficientes y productivos, y 
se reduzcan y minimicen los impactos ambientales y sociales generados por el desarrollo 
de las actividades productivas, estableciendo además acciones encaminadas a impulsar la 
movilidad eléctrica y la eficiencia energética.

Que la Ley 1964 del 11 de julio de 2019, “por medio de la cual se promueve el uso de 
vehículos eléctricos en Colombia y se dictan otras disposiciones”, tiene por objeto generar 
esquemas de promoción para el uso de vehículos eléctricos con el fin de contribuir a la 
movilidad sostenible y a la reducción de emisiones contaminantes y de gases de efecto 
invernadero.

Que el artículo 7° de la Ley 1964 de 2019 establece que las entidades públicas y los 
establecimientos comerciales que ofrezcan al público sitios de parqueo, en los municipios 
de categoría especial y los de primera y segunda categoría de acuerdo con lo establecido 
en la Ley 617 de 2000, deberán destinar un porcentaje mínimo del dos por ciento (2%) 
del total de plazas de parqueo habilitadas, para el uso preferencial de vehículos eléctricos.

Que el mismo artículo señala que el Gobierno nacional, a través del Ministerio de 
Transporte, dentro de los doce (12) meses siguientes a la entrada en vigencia de la referida 
Ley 1964 de 2019, deberá reglamentar vía decreto, la identificación de los parqueaderos 
preferenciales, incluyendo un logotipo y color para los mismos.

Conforme a lo anterior, se reglamenta la identificación de los parqueaderos 
preferenciales para vehículos eléctricos, incluyendo un logotipo y color. 

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese la parte 6° al Libro 2 del Decreto 1079 de 2015, Único 
Reglamentario del Sector Transporte, en lo relacionado con la identificación de 
parqueaderos preferenciales para vehículos eléctricos, con el siguiente texto:

PARTE 6
IDENTIFICACIÓN DE PARQUEADEROS PREFERENCIALES PARA 

VEHÍCULOS ELÉCTRICOS
TÍTULO 1

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 2.6.1.1. Objeto. El presente Decreto tiene por objeto reglamentar la 

identificación de los parqueaderos preferenciales de vehículos eléctricos, incluyendo el 
logotipo y color.

Artículo 2.6.1.2. Ámbito de aplicación. Las disposiciones previstas en esta parte 
se aplicarán a las entidades públicas y a los establecimientos comerciales que ofrezcan 
al público sitios de parqueo, en los municipios de categoría especial y los de primera 
y segunda categoría, y de conformidad con el porcentaje mínimo del total de plazas de 
parqueo de que trata el artículo 7° de la Ley 1964 de 2019.

Artículo 2.6.1.3. Definiciones. Para la aplicación e interpretación de la presente Parte, 
se tendrá en cuenta la definición de vehículo eléctrico contenida en el artículo 2° de la Ley 
1964 de 2019, y la siguiente, de parqueadero preferencial:

Vehículo eléctrico: Un vehículo impulsado exclusivamente por uno o más motores 
eléctricos, que obtienen corriente de un sistema de almacenamiento de energía recargable, 
como baterías, u otros dispositivos portátiles de almacenamiento de energía eléctrica, 
incluyendo celdas de combustible de hidrógeno o que obtienen la corriente a través de 
catenarias. Estos vehículos no cuentan con motores de combustión interna o sistemas de 
generación eléctrica a bordo como medio para suministrar energía eléctrica.

Parqueadero preferencial: Bienes públicos o privados, destinados y autorizados de 
acuerdo con lo dispuesto en las normas de uso del suelo y demás que rijan la materia, por 
los concejos distritales o municipales, para el estacionamiento y depósito temporal de 
vehículos, a título oneroso o gratuito, con prioridad o prelación respecto a otros vehículos.
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